
Opinión

Desde la recuperación de la democracia Chile tuvo una política 
financiera responsable, lo que nos mantuvo en equilibrio macroeco-
nómico por mucho tiempo. Esta política fiscal nos llevó a tener una 
controlada deuda pública, ahorrar e insertar bonos soberanos, gene-
rando mejores condiciones financieras en el mercado internacional. 
Esta política de Gasto Fiscal de los Gobiernos de la Concertación 
se formalizó con la Ley N°20.128 de Responsabilidad Fiscal el año 
2006. Sin embargo, desde el año 2013 (primer periodo de gobier-
no de Piñera) comenzó una tendencia al déficit fiscal; es decir, el 
Estado comenzó a gastar más de lo que recibe como ingresos. El 
aumento del gasto fiscal sin duda se vio agravado significativamen-
te con la pandemia, que demandó un mayor esfuerzo fiscal para 
satisfacer las múltiples demandas sociales provocadas por la cri-
sis sanitaria y económica. Desde ese entonces, Chile experimenta 
una política expansiva del gasto fiscal, cuyas consecuencias pre-
tendo discutir en esta columna.

El objetivo de todo gobierno es preocuparse por el bienestar de 
la población haciendo un correcto diagnóstico de la realidad del país. 
Los países viven ciclos económicos y en ocasiones se gasta mucho 
más de lo que se tiene presupuestado, bajo el supuesto que dicha 
deuda podrá ser amortiguada en el tiempo. Sin embargo, a veces 
ello no se cumple y se inicia un ciclo acumulativo de deudas, que 
generalmente van acompañados de demandas sociales urgentes. 
La responsabilidad de administrar la billetera fiscal puede llevar a 
restricciones o sobre endeudamiento, todo inmerso en una cons-
tante lucha de poder, que muchas veces supera el objetivo inicial. 
Desde el 2007 Chile comenzó una política de expansión del gasto 
fiscal, pero que a partir del año 2013 se ha acompañado de un dé-
ficit fiscal. Chile se endeuda.

Gastar sólo lo que se tiene a veces no es posible y los gobiernos 
tienen que hacerse cargo de la contingencia. El presidente Piñera en 
su segundo mandato tuvo que dar respuesta a las demandas del 
estallido social y la pandemia, alcanzando cifras récord de gasto 
fiscal. El presidente Boric ha mantenido un enfoque de gasto fiscal 
expansivo para hacer frente a problemas sociales y la recupera-
ción económica postpandemia. El presupuesto presentado por el 
gobierno para el 2025 establece un incremento de su gasto en un 
2,7%, pero ajustado para mantener un nivel prudente de deuda pú-
blica. Chile está en bordes limites de gasto fiscal, es inminente que 
pronto deberemos equilibrar las necesidades de la sociedad y el gas-
to fiscal. Debemos equilibrar el gasto fiscal antes que sea tarde y 
las consecuencias sean más complicadas para las personas, para 
la economía familiar, para la salud y educación pública, en gene-
ral para todas las políticas públicas.

El gobierno del presidente Boric ha logrado apalancar nuevos 
recursos provenientes de dos nuevas fuentes de financiamiento 
permanente: Royalty Minero y Ley de Cumplimiento Tributario. Sin 
embargo, estos recursos siguen siendo insuficientes y la necesidad 
de una reforma tributaria que genere nuevos y permanentes ingre-
sos es evidente. Dirigida, acotada o condicionada da lo mismo, pero 
debemos detener el endeudamiento fiscal y buscar recursos para 
financiar de manera permanente y sostenible las políticas públicas 
que son urgentes de abordar en términos de justicia social y des-
igualdad. Una reforma participativa y transversal que pueda evitar 
el déficit fiscal, que genere crecimiento económico con mayor inver-
sión y más empleo, que financie políticas públicas para enfrentar la 
desigualdad social y las necesidades de nuestra población.

Me atrevo a escribir sobre este tema, del cual solo me declaro 
observador y profundamente ignorante, con el objetivo de motivar 
a los entendidos a analizar el tema, desnudar las consecuencias, 
aventurar escenarios y buscar caminos de solución. La contrac-
ción de la economía viene asociada a necesidades y desempleo 
y nadie quiere ese escenario para Chile y Magallanes. Es urgente 
un debate público y transversal, de izquierda a derecha, sobre la 
sostenibilidad fiscal y la necesidad de asegurar la eficiencia en el 
uso de recursos. Consensuar y priorizar es el desafío de todos, sin 
mezquindades. Es urgente para revitalizar Magallanes y dar ga-
rantías a su gente.

La reciente declaración de la ministra de 
Salud, Ximena Aguilera, sobre la insuficiencia 
del presupuesto para cubrir los gastos hospita-
larios hasta fin de año, confirma lo que muchos 
de quienes trabajamos en el sector temíamos: la 
profunda crisis financiera del sistema de salud 
es una realidad que está llegando a un nivel in-
controlable. Con una deuda hospitalaria que ha 
crecido un 147% en solo un año, alcanzando los 
112 mil millones de pesos, la situación se ha vuel-
to insostenible.

El problema, sin embargo, no es solo finan-
ciero. Mientras los hospitales públicos intentan 
reducir las listas de espera a través de la compra 
de servicios privados, las deudas con proveedo-
res se acumulan. Algunas compañías médicas han 
expresado que los hospitales ni siquiera han emi-
tido órdenes de compra, limitando su capacidad 
de pagar a sus empleados y retrasando las remu-
neraciones de los profesionales y técnicos que 
cubren los turnos. Esta incertidumbre ha llevado 
a muchos médicos a abandonar sus puestos en el 
sistema público, exacerbando la falta de cobertu-
ra y atención, poniendo en riesgo la continuidad 
asistencial y la vida de nuestros pacientes.

Un ejemplo de ello es el Hospital Carlos Van 
Buren en Valparaíso, con pabellones paralizados 
por falta de recursos. La falta de insumos clínicos, 
reportada en varios centros de salud, agudiza la 
crisis. Los esfuerzos de la Subsecretaría de Redes 
Asistenciales por monitorear y ajustar los gastos 
no son suficientes para frenar un problema es-
tructural que afecta la atención diaria de miles 
de chilenos.

Esta crisis hospitalaria refleja la necesidad 
urgente de una reforma más profunda que ase-
gure un financiamiento adecuado y estable para 
el sistema público. Los 110 mil millones de pesos 
anunciados por la ministra como extensión pre-
supuestaria podrían resultar insuficientes para 
cerrar el año sin más recortes. Lo cierto es que 
sin una inyección sustancial de recursos y una 
mejor gestión de los mismos, el sistema de sa-
lud seguirá acumulando deudas que perjudican 
tanto a pacientes como a los profesionales que 
los atienden.

No estamos hablando solamente de las listas 
de espera u otros procedimientos programados, 
sino también llegando a afectar las oportunida-
des de atención de pacientes de urgencia.

Además, es importante tener presente que la 
deuda hospitalaria de este año no es sólo mayor 
que años anteriores, sino que es el síntoma de 
una crisis mucho más aguda sobre un proble-
ma ya crónico, que requiere soluciones de raíz y 
urgentes. Por ello, es esencial que el Estado y el 
Congreso tomen medidas concretas antes de que 
el sistema colapse y no encontremos cura para 
este paciente en estado crítico.

La creación de los 15 Centros de Formación Técnica Estatales 
a través de la Ley 20910; constituye una de las políticas públicas 
educativas más importantes en materia técnica profesional dentro 
de los últimos 10 años y tiene por objetivo abrir centros educati-
vos de formación técnica en cada región del país, que fortalezcan 
la formación de capital humano en los territorios que logren apor-
tar al desarrollo regional.

 Si bien, la creación de cada uno de los CFT como personas 
jurídicas de derecho público, autónomas, funcionalmente descen-
tralizadas, con personalidad jurídica y patrimonio propio. Esta 
creación no trajo consigo un aporte inicial de capital, proveniente 
del Estado para la adecuada entrada en funcionamiento de estas 
casas de estudios, quedando al arbitrio de lo dispuesto en el Art. 
1° de la ley 18956, donde dispone que el Ministerio de Educación 
es la Secretaría de Estado responsable de fomentar el desarrollo de 
la educación en todos sus niveles y modalidades, propendiendo a 
asegurar la calidad y la equidad en el sistema educativo.

En ese sentido, la Ley de presupuestos de cada año establece el 
monto del aporte fiscal que se destinará a los Centros de formación 
técnica estatales que crea la ley 20910. El mecanismo de asignación 
será mediante Decreto del Ministerio de Educación, visado por el 
Ministro de Hacienda, donde se fijará el monto de este aporte que 
corresponderá anualmente a cada una de dichas instituciones.

Cabe precisar que, la asignación de recursos se realiza bajo un 
parámetro presupuestario de tipo financiero entre los 15 CFTÉ s, 
sin embargo, estos recursos se vuelven insuficientes para poder ge-
nerar las condiciones de operación, sobre todo en zonas extremas. 
Puesto que bajos aportes fiscales no ligados a ingresos provenien-
tes de matrícula suponen un modelo de financiamiento propio del 
sistema privado, que se basa en los excedentes generados por la 
docencia y se financia privilegiando la oferta de carreras de mayor 
matrícula y menores costos, sin atender las condiciones territoria-
les especiales que poseen quienes se encuentran emplazados en 
zonas extremas.

La necesidad de obtener recursos extraordinarios para los CFT́ s 
de zonas extremas, a través de una glosa presupuestaria especial, 
permitirán resolver las diversas dificultades financieras, propias 
del emplazamiento en zonas extremas, donde diversos factores so-
cioeconómicos afectan tanto la matrícula como la operación de las 
casas de estudios que realizan soberanía en territorios donde la ofer-
ta educativa privada no llega, por lo tanto, se requiere que para el 
presupuesto 2025, atendiendo el principio de subsidiariedad estatal, 
se considere un fortalecimiento financiero suficiente que permita 
apalancar a los CFT́ s de zonas extremas, con aportes permanen-
tes, que reconozcan la labor institucional de modo de promover la 
instalación de condiciones de calidad que permitan cumplir con el 
mandato legal propio de su creación, así como el compromiso con 
nuestros estudiantes y sus familias, que confían en los centros de 
formación técnica como entidades educativas al servicio de las per-
sonas para contribuir en su formación especializada, para mejorar 
las condiciones de desarrollo material y espiritual.

Finalmente, Se hace necesario recordar, que nuestro CFT se en-
cuentra emplazado en la isla de Tierra de Fuego, comuna de Porvenir, 
a la cual sólo se puede acceder por vía marítima y aérea, existiendo 
una barrera natural generada por el Estrecho de Magallanes, donde 
las condiciones climatológicas en la isla son cambiantes, extremas y 
adversas. Lo anterior, incide significativamente en el crecimiento de 
la matrícula o movilidad fluida de estudiantes desde el continente. 
Por tanto, necesariamente, el Estado debe fortalecer financieramente 
a sus instituciones teniendo en cuenta la importancia de la forma-
ción técnica profesional en zonas extremas.
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